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Configuración histórica 
del Carare
La experiencia de la Asociación de 
Trabajadores Campesinos del Carare

Camilo Andrés Castiblanco Durán

Introducción

La región del Carare está ubicada en los Santanderes, en un enclave 
que fue fundamental para la aparición de bosques madereros y en una 
zona de tránsito entre la provincia del Catatumbo y el suroriente del 
país. Durante el período de la Nueva Granada, la zona se denominó 
la “isla del Carare” por cuenta de las dificultades naturales y topográ-
ficas que hacían ardua la entrada a la región.

La región estaba atravesada por el denominado “camino del 
Carare” con el propósito de fortalecer la intercomunicación regional 
entre el nororiente y suroriente del país; a su alrededor, se tejieron los 
principales asentamientos humanos de esta zona: Bolívar y Cimitarra, 
los municipios más prósperos de la región (Acosta, 1993).

Con el descubrimiento de yacimientos mineros en el siglo xix y 
con la creciente demanda maderera de los sectores industriales, la re-
gión del Carare se hizo relevante, gracias también a su cercanía con el 
río Magdalena. La producción de quina fue muy trascendental y po-
sibilitó la aparición del municipio de La Belleza (Ayala, 1999).

La Guerra de los Mil Días transformó la composición demográfica 
y económica de la región, ya que destruyó las redes comerciales que 
aprovechaban los recursos mineros y madereros y también debilitó el 
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mercado de la quina. Así mismo, hubo profundos cambios con la lle-
gada de población de origen liberal, que huía de la violencia que ge-
neraba el Partido Conservador contra ellos en regiones como Boyacá, 
Sucre y Córdoba. Al finalizar la guerra, se descubrieron yacimientos 
petrolíferos en la región, lo cual atrajo a distintos trabajadores de mu-
chas regiones, una amalgama no siempre pacífica.

En los años cuarenta, la región sufrió una segunda oleada de mi-
gración por cuenta de las dinámicas de desplazamiento por el conflicto 
bipartidista que azotaba a la provincia de Vélez, donde el guerrillero 
liberal Rafael Rangel se encontraba en abierta disputa contra los poli
cías conservadores. De igual modo, el crecimiento se materializó por 
cuenta de los proyectos de desarrollo maderero que venían impulsan-
do las autoridades departamentales, proyectos que exigían un gran 
número de trabajadores (Correa, 1990).

Este fenómeno empezó a producir un conflicto socioeconómico 
en la medida en que la ampliación de los cultivos de madera afectó 
la producción frutal y cafetera minifundista de la que vivían sectores 

Figura 3. Región del Carare y presencia de grupos armados ilegales

Fuente: Castiblanco (2017).
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campesinos, es decir, un conflicto entre los campesinos originarios, agro-
productores, y los nuevos, jornaleros que vivían del sector maderero.

Finalmente, con el declive de la industria maderera en la década 
del sesenta, emergieron cultivos de plátano y café, así como un fuerte 
sector ganadero que aprovechó enormes extensiones de tierra baldía 
para desarrollar su actividad económica.

Si se tuviese que hacer un balance económico de la región du-
rante el período objeto de esta investigación, se tendría entonces que 
señalar una mezcla de actividades económicas: minería, maderas y 
ganadería en manos de grandes terratenientes o de sectores económi-
camente poderosos; y plátano, café y diversas frutas en manos de pe-
queños productores.

La Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare (atcc) se 
inscribe en ese segundo grupo, pues nació precisamente en defensa de 
este sector social ante la presión que ejercían los sectores ganaderos y 
madereros (Ayala, 1999). Según datos de la atcc, mientras el 80 % de 
los territorios de la región estaban concentrados en manos de gran-
des latifundistas, quienes los usaban para las actividades económicas 
antes descritas, el 20 % restante estaba destinado a cultivos agrope-
cuarios lejos del río Carare, lo cual mermaba su productividad y su 
acceso al mercado central. Esta distribución territorial inequitativa 
fue uno de los móviles de organización de la atcc y motivo de dis-
puta con los actores armados y los sectores económicos (Ayala, 1999).

La región siempre fue de tendencia liberal, como Cimitarra y Vélez, 
y por ello padeció la violencia de carácter político. Durante el período 
conocido como “Hegemonía conservadora” y las disputas de poder en 
la década de los años cincuenta, los actores económicos dominantes 
tenían filiaciones conservadoras, lo cual marcaba un dinamizador de 
la violencia en estos territorios.

De hecho, la naturaleza liberal de la región, la fuerza simbólica 
que tuvo allí la figura del guerrillero Rafael Rangel, la resistencia a la 
proliferación del latifundismo y la configuración de una asociación 
campesina, fueron elementos que, para los sectores dominantes, se ha-
cían peligrosos y llevaron a conformar estructuras armadas cercanas 
al paramilitarismo. Esto con el fin de, según ellos, reducir la presencia 
del comunismo en esta zona del país.
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Figura 4. Provincias de Santander

 
Fuente: Ayala (1999).

La tensión fue especialmente sensible en las provincias de Vélez, 
Comuneros y García Rovira, subregiones con mayor presencia his-
tórica del liberalismo. Estas provincias, además de ser las más den-
samente pobladas para el período que interesa en esta investigación, 
eran también las de mayor presencia de minifundios.

Adicionalmente, estas provincias chocaban políticamente con los 
departamentos de Antioquia y Boyacá, de marcada tradición conser-
vadora; incluso, en el vórtice conformado por estos dos departamentos 
y Santander, se configuraron las primeras formas de paramilitarismo 
que vivió el país: los grupos Muerte a Secuestradores (mas) y el de 
Fidel Castaño; todo ello a menos de cincuenta kilómetros de Cimitarra 
y de La India.

La violencia en el Carare
El surgimiento de la resistencia a la violencia, rasgo característico de la 
atcc, ocurrió en una zona históricamente azotada, donde paramilitares 



97

Configuración histórica del Carare

y guerrilla se enfrentaban por el control de la región. Por su ubicación, 
características geográficas y por las formas de producción irregulares 
que allí se desarrollaban, fue escenario continuo de distintas dinámi-
cas de violencia enmarcadas en un contexto común de abandono y 
desconfianza hacía el Estado (Pinzón, 2007). 

Lo anterior explica que subsistan varias memorias de violencia en 
torno a esta región, como la relacionada con el bipartidismo, de la cual 
se concretan dos versiones: la primera, de quienes la vivieron en otros 
lugares del país y llegaron a la zona como desplazados, y la segunda, 
la de quienes habitaron desde un principio la región y vivieron en los 
años cincuenta el conflicto.

Otra memoria se refiere a las violencias recientes, articuladas con 
episodios de los últimos veinte años, episodios de colisión de dos mo-
delos de organización social: por un lado, el de la guerrilla, y por otro, 
el de la contrainsurgencia.

Es dentro de dicha situación que surge la atcc en el corregimiento 
de La India, lo que supuso un reto para los actores armados —acos-
tumbrados a acechar a los pobladores y con la capacidad para cooptar 
a las organizaciones de la zona—, pues la asociación estableció una 
relación de distancia frente a los actores armados y de independencia 
política ante las formas tradicionales de luchar por el poder. 

Sin embargo, para comprender el contexto de la violencia contra 
la atcc, es necesario dimensionar cómo emergieron y se configuraron 
los actores armados en la región, cuáles fueron las disputas de poder 
específicas en este contexto y cómo establecieron distintos tipos de re-
lación con la sociedad; lo que, en palabras de Teófilo Vázquez (2014), 
se configura como una “explicación espacial y territorial del conflicto 
armado colombiano”. 

Esta perspectiva espacio-territorial establece dos premisas funda-
mentales: la primera es la necesidad de particularizar las disputas y los 
actores que convergen en un territorio, diferenciando el conflicto de 
cómo se da en otras regiones; y la segunda, implica sopesar elementos 
culturales y sociales propios de las comunidades asentadas allí para 
poder dimensionar la forma como interactuaron con una u otra or-
ganización armada.
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La aparición de la guerrilla
En el Carare la guerrilla tuvo gran influencia. A la par con el Partido 
Comunista (pc) —con quienes sostenían profundas y marcadas dife-
rencias— canalizaron el malestar existente con relación al abandono 
estatal y a la violencia derivada de los dos partidos tradicionales. Esto 
le ofrecía a la guerrilla la posibilidad de tener un público receptivo a 
su discurso, a lo que habría que sumar la administración que ejercía 
en zonas rurales de bienes y servicios como la seguridad, la resolución 
de conflictos y la organización de tareas para el beneficio común. 

A mediados de los años sesenta, las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (Farc) hacían presencia desde Puerto 
Boyacá hasta Cimitarra y el pc había alcanzado cierta notoriedad. 
El primer grupo de las Farc que militó en el área de Cimitarra fue el 
Frente IV, justo en la región donde ejerció influencia política y militar 
Rafael Rangel (lo cual no significa una línea de continuidad entre las 
dos organizaciones armadas, pero sí expresa la permanencia de las cau-
sas objetivas de la violencia en esta región del país, causas que siguen 
operando y hacen de esta una de las zonas con mayor índice de vio-
lencia en Colombia). Con el establecimiento de la guerrilla en el año 
1969, empiezan entonces a presentarse las primeras acusaciones contra 
funcionarios de la Alcaldía de Cimitarra y agentes del F2 por detener a 
campesinos tras acusarlos de auxiliadores de la guerrilla (Galvis, 2009).

La llegada del Ejército de Liberación Nacional (eln) ocurre en 
1968 cuando varios guerrilleros, como Manuel Vázquez y algunos so-
brevivientes del Frente Camilo Torres, se establecen cerca a Cimitarra. 
Operaron en la región hasta 1972, cuando se desplazaron a la pobla-
ción de Remedios a causa de las presiones ejercidas por las Farc y el 
Ejército Nacional. 

A finales de la década de los sesenta la violencia guerrillera que 
estalló en la región del Opón y del Carare provino en gran medida 
del eln y no tanto de las Farc, ya que los primeros se centraron en la 
actividad militar para lograr crecimiento y cubrimiento en la región, 
mientras que los segundos buscaban consolidar unas bases políticas 
que dieran perdurabilidad al pc. La violencia guerrillera a la que se 
hace referencia golpeó contundentemente a la fuerza pública, pues 
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se realizaron once enfrentamientos y cerca de nueve acciones contra 
la población civil entre 1968 y 1974 (Ayala, 1999). 

La relación entre las guerrillas de las Farc y del eln estuvo enmar-
cada en continuas tensiones y disputas, expresadas con claridad en los 
enfrentamientos violentos que ocurrieron en 1974. Esto impidió que 
las dos guerrillas se articularan para enfrentar el asedio del Ejército y, 
posteriormente, de las estructuras del paramilitarismo que emergió en 
la zona. Las acciones militares afectaron en mayor medida al eln y 
permitieron que las Farc se apoderaran de sus territorios y generaran 
una relación más cercana con la población (El Tiempo, 1978). 

El trabajo político de las Farc y su relación con algunos líderes 
de base incide en abonarle el terreno al pc. Esto no significaba que las 
Farc hubieran creado esta organización política, aunque esta tesis sí 
fue sostenida por algunos actores del establecimiento y sustentó diver-
sas formas de violencia contra esta.

Por esos años las Farc eludían los combates en aquellas zonas, 
ya que la misma población les avisaba cuando llegaba el ejército; sin 
embargo, con el fin de derrotar la expansión subversiva, las fuerzas 
militares iniciaron dinámicas de represión y control a los campesinos 
como demolición de puentes, apresamiento y desaparición de campe-
sinos, toques de queda, prohibición de circulación por caminos especí
ficos, allanamiento de la sede del pc y robo de dineros recolectados, 
entre otras.

Por supuesto, esta forma de contención a la guerrillera legitimó, 
en cierta medida, el discurso político de las Farc y aumentó las tensio-
nes y la distancia de las bases sociales con el Estado. En ese sentido, la 
propuesta metodológica de Vázquez vuelve a tomar sentido, porque 
permite comprender cómo la interacción entre los actores particulares 
configura y determina formas específicas de legitimidad de la presen-
cia del Estado o de otro tipo de actores de poder.

La continua persecución contra los militantes de movimientos po-
líticos no tradicionales fue inicialmente una de las causas de las buenas 
relaciones entre las Farc y la población civil. La represión existente en 
Cimitarra y su zona de influencia también se ejercía sobre los integrantes 
de partidos de oposición como lo fuera el pc o la Unión Nacional de 
Oposición (uno). El incremento de esta persecución estatal se produjo 
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por la irrupción y eventuales triunfos electorales del pc y, sobre todo, 
de la uno en el concejo de Cimitarra (cnmh, 2011).

Esta persecución se debió a dos factores concretos: el primero, la 
actividad armada de las Farc, que aumentó y se expandió a veredas 
cercanas, donde la guerrilla se relacionaba con la población median-
te prácticas como el cobro de impuestos o vacunas a comerciantes de 
madera y ganado, la resolución de conflictos entre los campesinos, el 
ajusticiamientos por robos, la aplicación de pena capital por colaborar 
con el Ejército, etc. Como prueba de lo anterior, se registró en la zona 
un crecimiento tanto de las acciones del Frente IV como de sus miem-
bro, que en menos de cinco años pasaron de 40 a 268 (cnmh, 2011). 
Así mismo, la guerrilla comenzó a secuestrar y extorsionar a hacenda-
dos, ganaderos y negociantes de madera entre 1975 y 1983 —cuando 
apenas se comenzaba a conocer dicho fenómeno a nivel nacional—, 
y a realizar tomas en lugares aledaños a Cimitarra5.

El segundo factor responde a la presencia mayoritaria de miem-
bros de la oposición, especialmente del pc y de la uno —que se con-
solidaron en una coalición de izquierda—, en el concejo municipal de 
Cimitarra desde 1970 y hasta 1978. Este auge electoral de la oposición 
respondió tanto al trabajo realizado por integrantes del pc con la co-
munidad como al trabajo realizado por las Farc, centrado este último 
en el ajusticiamiento y desplazamiento de los bandidos de la última 
etapa de la violencia bipartidista, la resolución de necesidades básicas 
y sociales de la comunidad, y el rechazo a la explotación en la zona 
por parte de capitales privados. Todo el trabajo amalgamado por un 
discurso que denunciaba la ausencia del Estado y la corrupción de sus 
instituciones. Sin embargo, también fue trascendente el aparato armado 
que amenazaba a los campesinos, el cual decía que quien no votara por 
los candidatos de la guerrilla tenía que irse (Sanz de Santamaría, 1998).

5	 “Es muy importante dimensionar esta información con lo que está pasando a 
nivel general con esta organización guerrillera, quien está entrando a desarrollar 
procesos de negociación con la administración de Belisario Betancourt a la 
par que está celebrando conferencias internas que tienen el propósito de for-
talecer su estructura armada y económica” (Trejos, 2013; Castellanos, 2013).
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A comienzos de la década del ochenta los liberales comenzaron 
a tener un auge, representado en la ventaja sobre la izquierda en el 
concejo. Este declive de la oposición obedeció a la reacción militar, 
que contaba con el apoyo de las autoridades y de quienes eran vícti-
mas de extorsiones y secuestros. Esta iniciativa política fue también 
una lucha contra la oposición, una lucha que en muchos casos pasa-
ba por encima de los derechos humanos al accionar detenciones ma-
sivas, asesinatos, desapariciones, amenazas, torturas y otras formas 
de represión sobre dirigentes, militantes y electores de la uno. Estas 
actuaciones fueron enmarcadas dentro de la “Doctrina de Seguridad 
Nacional”, que le dio nuevos bríos a la represión de los conflictos so-
ciales e irrumpió en la justicia penal, al dar potestad de juzgar civiles 
bajo el régimen de Estado de Sitio (Ayala, 1999).

Los militares se posicionaron de tal manera que la figura del Estado 
de Sitio —que contemplaba la posibilidad de limitar los derechos de 
reunión, movilidad, intimidad, expresión e incluso de libertad de de-
fensa— rigió alrededor de treinta años durante los cuarenta y dos que 
corrieron entre 1949 y 1991. En dicha época la mayoría de las deten-
ciones practicadas fueron ilegales, en tanto que no fueron ordenadas 
por el Gobierno nacional sino por funcionarios de menor categoría. En 
muchos casos, las capturas no se dieron porque existieran realmente 
indicios o sospechas, sino porque se pensó que los detenidos podían 
aportar información a las investigaciones; además de ello, los deteni-
dos permanecieron en brigadas militares o puestos de control y no en 
cárceles, como debía llevarse a cabo.

La desproporcionada fuerza con la que irrumpían los actores ar-

mados estatales llevó, de alguna manera, a la adopción de la idea 

de justicia social que los grupos guerrilleros lograron insertar en 

la región. El eslogan “el rico será menos rico y el pobre será me-

nos pobre” implicó la puerta de entrada en la participación y 

colaboración del campesinado con las fuerzas guerrilleras, las 

cuales se arrogaron la representación de los intereses de quienes 

casi siempre habían estado marginados de las riquezas rurales. 

No obstante, el costo de esa gradual decisión colectiva implicó el 

involucramiento en una dinámica de guerra que trajo la muerte 
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a aproximadamente unas 580 personas en el lapso de cinco años, 

de 1982 a 1987 (Silva, 2011, p. 288).

La aparición del paramilitarismo
Con el fin de generar desplazamientos, delaciones y muertes de opo-
sitores políticos, se utilizó una estrategia centrada en la territorializa-
ción del conflicto, en términos de zonas criminalizadas y zonas libres 
de comunistas y de guerrilla. En línea con esta lógica los militares bus-
caron, por lo menos, desplazar a opositores para hacer que las veredas 
se articularan al orden tradicional.

No hay alternativa: o se acaba el comunismo o se acaba la mili-

cia. Vamos a matar al concejal Octavio Ramírez y a su hermano 

Misael Ramírez. Tan pronto caiga el concejal Ramírez, vamos a 

embalsamar su cabeza para mostrarla en las reuniones (cnmh, 

2011, p. 104).

El caserío de La India fue otro blanco de la represión militar, donde 
se dieron muchas detenciones arbitrarias y muertes de campesinos y 
dirigentes políticos. Dicho proceso generó un desplazamiento masi-
vo hacia Cimitarra de cerca de trescientas personas. Empero, la vere-
da más golpeada fue La Corcovada, donde desde hacía más de una 
década se había dado actividad organizativa del pc, lo que llevó a la 
instalación de un puesto militar que realizaba detenciones y ejecuta-
ba torturas sobre civiles. Hacia 1983 ocurrieron asesinatos sistemáti-
cos, además de desapariciones ejecutados por el grupo paramilitar de 
Puerto Boyacá, mas. 

Dicha situación marcó una ruptura: las actuaciones militares ile-
gales dieron lugar al surgimiento de los grupos paramilitares, quienes 
se visibilizaron como responsables de las acciones en contra de la so-
ciedad civil y actuaron en forma conjunta con el Ejército. Así, aunque 
funcionaron como estructuras armadas separadas, confluyeron en dis-
tintos momentos de la violencia. 

La mayor expresión de esta situación en La Corcovada tuvo lugar 
entre el 6 y el 15 de agosto de 1983. Con la justificación de ser una acción 
contraguerrillera, hubo sobrevuelo de aviones, cubrimiento de las vías 
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de acceso, distribución de militares y posteriormente una serie de bom-
bardeos indiscriminados en la zona (El Espectador, 1983). Esto gene-
ró varios muertos y el desplazamiento de quienes quedaron con vida.

La mayor parte de gente se fue y los que no se fueron los mata-

ron. Incluso cuando nosotros salimos por allá, en Cimitarra había 

unas familias con las piernas trozadas por las bombas que tiraba 

el ejército; señoras con las piernas trozadas, los brazos. Los que 

no alcanzaron a morir los dejaban inválidos (cnmh, 2011, p. 110)

Lo ocurrido ayudó a introducir por primera vez el tema de las viola-
ciones de derechos humanos, denunciadas por Pastoral Social, varios 
medios periodísticos (principalmente por el semanario Voz) y organi-
zaciones políticas y sociales. Gracias a esto, se llegó a varios debates 
tanto con el Parlamento colombiano como con representantes del ré-
gimen liberal.

Ya cuando los paras [paramilitares] entraron, viene la incursión. 

Fue en 1982. Pasaron por Cimitarra y Santa Rosa y ahí siguen su-

biendo. Lo que fue en el 84 y 85, fue en La India, río arriba, y en 

toda la curva donde fueron masacrando por familias (Hernández, 

2012, p. 221).

El hecho más relevante en el proceso de defensa de los derechos hu-
manos en la zona fue la visita que realizó por primera vez a Colombia 
una delegación de Amnistía Internacional en 1980, producto de las re-
petidas denuncias que habían aumentado luego del paro cívico de 1977 
y la instauración del Estatuto de Seguridad en 1978. La delegación vi-
sitó varias instalaciones militares que se utilizaban como cárceles y se 
entrevistó con representantes de diversos sectores sociales. De dicho 
proceso concluyó que evidentemente se estaban llevando a cabo vio-
laciones a los derechos humanos, para lo cual emitió una serie de re-
comendaciones y agregó, además, que estas eran impulsadas en gran 
medida por el uso irregular del Estado de Sitio, del artículo 28 de la 
Constitución y del Estatuto de Seguridad (Acosta, 1993).
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Las alianzas entre el Ejército y el paramilitarismo
Mediante la Ley 48 de 1968 que convirtió en permanente el Decreto 
3398 de 1965, redactado en uso del llamado Estado de Sitio, se permi-
tió, entre otros, la vinculación de civiles a las tareas de defensa nacio-
nal y de conservación de las instituciones bajo el entendido de que esas 
actividades no eran de exclusiva incumbencia de las Fuerzas Armadas. 
Este marco legal, y esta concepción de la organización social, marca-
ron el nacimiento del paramilitarismo en Puerto Boyacá; de hecho, en 
el documento producto de la Primera Cumbre de Autodefensas se ma-
nifiesta la estrecha relación entre Ejército y paramilitares realizando 
“operaciones combinadas con las Fuerzas Armadas”, aunque poste-
riormente los paramilitares transforman sus objetivos y se instrumen-
talizan por las estructuras del narcotráfico. 

Las normas señaladas fueron suspendidas tanto por el Decreto 0815 
de 1989 como por la Sentencia 022 de la Corte Suprema de Justicia, 
del 25 de mayo de ese año; hasta dicha fecha, las autodefensas tuvie-
ron un cierto carácter legal, pese a las múltiples irregularidades y arbi
trariedades cometidas. 

Emergió entonces un contexto irregular entre los años 1981 y 1983, 
cuando algunos militares se encargaron de entrenar a las autodefensas 
en el Magdalena Medio, creando así unos núcleos veredales. Dichos 
núcleos, también llamados “juntas de autodefensa”, debían confor-
marse de manera legal en las áreas de operaciones de cada región con 
integrantes de la misma y por seis miembros que debían ser elegidos 
por la población y que centraban sus tareas en la recolección y distri-
bución de dinero, la búsqueda de patrocinadores de la organización 
en cada localidad, la integración con la comunidad y la coordinación 
de actividades de salud y deporte; todo esto sin olvidar su postura 
frente a la oposición.

Los principios ateos expresados por el comunismo […], los daños 

que ha causado la internacional comunista, el origen ideológico 

de las guerrillas, organizaciones de fachada [centros de estudio], 

análisis de los daños regionales que ha causado la subversión, la 

necesidad de crear conceptos propios de corte nacionalista para 

enfrentar la subversión ideológica (cnmh, 2011, p. 124).
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Sobre lo anterior, puede evidenciarse la forma en que las fuerzas mili-
tares concebían la importancia de las juntas de autodefensa en el tex-
to de 1983 conocido como “Manual de Combate Contra Bandoleros 
o Guerrilleros”.

Luego de ello se registraron dos cambios importantes en la relación 
que llevaban los paramilitares y el Ejército, por lo menos en la déca-
da del ochenta: el primero con relación al hecho de que el Ejército los 
instó, a mediados de 1987, a pasar de ser un aparato defensivo para 
convertirse en uno ofensivo. 

Ser una fuerza irregular para hacer lo que el Ejército legalmente no 

podía hacer, […] se acuerda que se iba a modificar tanto el medio 

operante, el personal y que si tocaba traer instructores extranje-

ros para la capacidad [capacitación] de un personal seleccionado 

(cnmh, 2011, p. 129).

Para dicho proyecto, colaboraron financieramente el grupo econó-
mico Unibán, narcotraficantes y una mínima parte de ganaderos del 
Magdalena Medio. Este llevó a cabo un curso que recibieron unos 
cincuenta hombres: veinte de Gonzalo Rodríguez, cinco de Víctor 
Carranza, cinco de Pablo Escobar o Fabio Ochoa y veinte de Henry 
Pérez. Los encargados de dictar el curso en Cimitarra, entre diciem-
bre de 1987 y mayo de 1988, fueron (entre otros) Yair Klein, excoro-
nel israelí, y Teddy Meldick, exjefe de la Policía Antiterrorista israelí, 
quienes recibieron por ello unos ochenta mil dólares.

La incursión paramilitar definitiva en el Carare se realizó en la 

aldea La Corcovada, región semimontañosa en el noroccidente 

de la cuenca, considerada por la guerrilla como refugio histórico 

y estratégico. Existen dos versiones acerca del ataque: la oficial 

sostiene que fue una maniobra estrictamente militar sin la cola-

boración de elementos externo; y la comunidad afirma que se tra-

tó de una avanzada paramilitar con posterior apoyo del Ejército 

(Galvis, 2005, p. 177).

El segundo cambio en la relación del Ejército y los paramilitares de 
Puerto Boyacá consistió, básicamente, en el hecho de que los contac-
tos entre estos, desde 1989, dejan de ser directos, por lo que deben 
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comunicarse mediante intermediarios del sector político, industrial 
y social (Acosta, 1993).

Paramilitarismo, hacendados y ganaderos
Además de la relación entre los paramilitares de Puerto Boyacá y el 
Ejército, también es preciso analizar el componente civil de dicho proce-
so. Según el mayor (r) Óscar Echandía, alcalde militar de Puerto Boyacá 
en 1982, el paramilitarismo estaba relacionado con un puñado de ha-
cendados que habían sido golpeados por la guerrilla con extorsiones 
y secuestros. De allí nace la Asociación de Ganaderos y Agricultores 
del Magdalena Medio (Acdegam), que se presentaba como la fachada 
legal del paramilitarismo. Fue con trabajadores de dichos hacenda-
dos e incluso con sus propios hijos que se formó la primera escuela de 
entrenamiento paramilitar. Más adelante había patrulleros en la zona 
que recibían entre 7 y 12 mil pesos para la época. El trabajo social co-
menzó con la apertura de la Droguería Acdegam y con algunas briga-
das de salud en las veredas (cnmh, 2011). 

En Cimitarra, la injerencia del paramilitarismo en los procesos 
electorales y su infiltración en algunas esferas de la fuerza pública era 
más que evidente. Frente a hechos como homicidios y masacres, las 
autoridades debían cumplir ciertos protocolos que en algunos casos 
no se cumplieron, ya que eran amedrentadas por los paramilitares; in-
cluso, en algunos casos no se les avisaba de dichos crímenes y los ca-
dáveres eran enterrados en lugares cercanos, en fincas de familiares o 
en cementerios de caseríos —en tumbas ya usadas—. Al mismo tiem-
po, en un centro educativo se creó una organización juvenil llamada 
Centro de Estudios Sociales (ces) con una clara influencia paramilitar, 
conformada por estudiantes reclutados de un colegio de la población.

Fuera de las juntas de autodefensas, el paramilitarismo logró el con-
trol de la población civil en la zona del Carare y las regiones aledañas 
mediante la consolidación de una estructura armada que estaba disemi
nada en varias poblaciones, caseríos y corregimientos. El comandan
te general de los grupos de cada zona era el exguerrillero de las Farc 
Alonso de Jesús Baquero, quien había sucedido en el mando a Jairo 
Galvis, quien a su vez fue el reemplazo de Santiago Campo, muerto por 
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los mismos paramilitares. Hacia 1989, la organización estaba confor-
mada por 520 paramilitares bajo el mando de alias “Vladimir”, distri-
buidos en Cimitarra, Puerto Parra, Yondó, San José de la Nuz, Maceos 
y Puerto Berrío. La base principal estaba en la vereda La Corcovada 
de Cimitarra, de donde salían a realizar operaciones y luego volvían.

La decisión político-militar del Estado de retomar el control del 

Magdalena Medio coincidió con la iniciativa de conformación 

de grupos de autodefensa por parte de sectores civiles: campesi-

nos, ganaderos, empresarios y gremios económicos. A principios 

de 1982 el alcalde militar de Puerto Boyacá, el diputado Pablo 

Emilio Guarín, directivos de la Texas Petroleum Company, man-

dos del batallón Bárbula (Puerto Boyacá) [...] se reunieron para 

diseñar una estrategia de guerra con el único fin de exterminar 

a las Farc y a sus colaboradores civiles en el Magdalena Medio 

(Galvis, 2005, p. 176).

La guerra que desató el paramilitarismo se hizo, como en otros luga-
res, contra la población civil antes que directamente contra la guerrilla; 
incluso con la guerrilla los combates fueron muy pocos. Los parami-
litares buscaron capturar o dar muerte a mandos medios de los in-
surgentes y atacar pequeñas comisiones o columnas guerrilleras (no 
más de doce hombres). Los ataques sobre la población civil se cen-
traron sobre veredas con presunta influencia guerrillera o sobre líde-
res que eran acusados de ser simpatizantes o colaboradores de esta. 
A comienzos de los ochenta, en los orígenes del paramilitarismo, los 
ataques eran realizados por grupos combinados de civiles y militares; 
para 1989 era común que las unidades de contraguerrilla del Ejército 
adelantaran patrullajes con miembros de las autodefensas, que la po-
blación nominaba como integrantes del mas.

El período de mayor actividad criminal paramilitar parece centrar-

se entre 1986 y 1989, cuando, según alias “Vladimir”, recibieron 

la orden de algunos miembros del Ejército de sacar a la guerrilla 

del Magdalena Medio “como fuera”, se trataba de “hacer lo que 

ellos [el Ejército] no podían hacer, que era matar la gente y co-

meter masacres”. En respuesta a ello apareció gran cantidad de 
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gente muerta y otra desaparecida en Puerto Boyacá, Puerto Nare, 

La Sierra, Puerto Berrío, Cimitarra, Puerto Parra, San Rafael de 

Chucurí y Barrancabermeja (cnmh, 2011, p. 150).

En esos años se pueden mencionar dos momentos de intensificación 
en la guerra entre las dos organizaciones, la cual tuvo como blanco 
a la población civil. En el primer momento (1986-1988) se advierte 
que la decisión de los paramilitares de tomarse la región fue respon-
dida por la guerrilla mediante actos de resistencia y acciones para 
tomar el control de la zona. En el segundo, a partir de 1989, las Farc 
desisten de esa disputa y conservan zonas aledañas marginales con 
el fin de sostener un corredor de movilidad geográficamente paralelo 
al dominio que ejercían los paramilitares sobre el Magdalena Medio.

Con relación al primer momento, la guerrilla de las Farc responde 
de forma armada a las masacres y homicidios realizados por los para-
militares, perpetrando actos de represalia y arremetiendo en territorios 
que habían caído bajo el dominio paramilitar. Un ejemplo de ello es 
la embestida contra la hacienda de Heliodoro Soto en San Fernando, 
caserío de Cimitarra. La agresión fue precedida unos meses antes por 
el asesinato del administrador de la finca, señalado de ser colabora-
dor del Ejército, y el secuestro del propietario, a quien también acu-
saban de ser informante del Ejército; dicho ataque dejó un saldo de 
nueve campesinos muertos y un guerrillero que murió de forma acci-
dental. El hecho produjo el repudio de los campesinos, quienes pro-
testaron en la ceremonia de entierro. Incluso, una radio clandestina, 
conocida como La Voz de la Libertad, instaba a los campesinos a ar-
marse y defenderse de las Farc (Acosta, 1993).

La creación de la atcc el 21 de mayo de 1987, fue una respues-
ta a la inseguridad y la necesidad de los campesinos de detener los 
actos que realizaban las organizaciones armadas. El 11 de junio del 
mismo año la atcc se reunió con los comandantes de las Farc de la 
zona y le exigió al comandante Jerónimo, del Frente XI, que se com-
prometiera a cesar los hostigamientos y a no volver a asesinar cam-
pesinos. El guerrillero en un primer momento aceptó que se habían 
cometido errores, prometió que no habría más campesinos muertos 
y pidió que estos no abandonaran sus tierras, que enfrentaran el plan 
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de los latifundistas y de ‘otras fuerzas’ que querían ver despoblado el 
Magdalena Medio. La promesa de no asesinar campesinos la ratificó 
en 1989 Braulio Herrera, miembro en ese entonces del Estado Mayor 
de las Farc, quien introdujo excepciones al señalar que solo matarían 
“al campesino que patrulle con el Ejército o que se incorpore a los 
grupos paramilitares” (cnmh, 2011, p. 153).

Los acuerdos lograron disminuir la violencia, sobre todo en las 
zonas de influencia de la atcc, donde se logró que las Farc dejaran 
de vincular a la población civil al conflicto, evitando así que se con-
virtieran en objetivos militares. Incluso, los acuerdos permitieron que 
transitoriamente los paramilitares desmilitarizaran zonas aledañas a 
La India. 

Ahora bien, la relación entre las directivas de la atcc y la guerrilla 
seguían siendo tensas, ya que la organización guerrillera sindicaba a al-
gunos militantes de colaborar con el Ejército. Por ejemplo, en diciembre 
de 1987 se produjo un atentado fallido en contra de Saúl Castañeda, 
pues el Frente XXIII de las Farc había recibido información de que 
algunos directivos eran informantes del Ejército e ignoró el discurso 
de neutralidad que permanentemente había defendido la asociación.

La estrategia de la atcc, sin embargo, no consistió en una expul-

sión total de los grupos armados, sino que fue más una declara-

toria de neutralidad […]; de hecho, ni guerrilla ni paramilitares 

abandonaron la región por completo e incluso perpetraron accio-

nes aisladas y de intimidación contra la comunidad y la asociación 

(Galvis, 2005, p. 179).

Hacia 1989, en la segunda etapa de esta guerra, se presentó una declara-
ción unilateral de cese al fuego por parte de las Farc (febrero de 1989). 
Gracias a esta iniciativa, disminuyeron las acciones bélicas en contra 
de la población civil y los enfrentamientos con los grupos paramilita-
res. Pese al cese al fuego, los Frentes XI y XXIII siguieron operando 
en zonas aledañas y realizando trabajos de inteligencia y comunitario 
con los campesinos.

La presencia de las Farc en la región se debilitó en parte por las 
continuas deserciones de guerrilleros hacia las filas del paramilita-
rismo. Esto último produjo varios juicios al interior de la guerrilla, 
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en los cuales, según un desertor, fueron fusilados más de cien insur-
gentes (Silva, 2011). 

Al mismo tiempo, y a pesar de la declaración unilateral de tregua 
de las Farc, algunos homicidios continuaron siendo atribuidos a esa 
organización, la cual responsabilizaba a los paramilitares y reiteraba 
su compromiso con la tregua. Por ejemplo, los miembros de la atcc 
denunciaron los cadáveres que bajaban flotando por las aguas del río 
Carare, por lo cual el 3 de octubre de 1989 le pidieron explicaciones 
al comandante Raúl del Frente XXIII. El guerrillero negó la ejecución 
de dichos crímenes, pero la comunidad comenzó a desconfiar de la vo-
luntad de paz real de las Farc.

Así mismo, la atcc atravesaba una difícil situación con el para-
militarismo, el cual desconfiaba de la relación entre esta y las Farc, 
y veía con recelo sus intentos de autodeterminación y de autonomía. 
Prueba de ello fueron los posteriores asesinatos de los dirigentes de la 
atcc y de la periodista Silvia Duzán el 26 de febrero de 1990. Los pa-
ramilitares comenzaron a sentirse amenazados por las acciones de la 
atcc, como las denuncias de atropellos contra la población civil y la 
promoción del retorno de los campesinos de la vereda La Corcovada 
—que fue tildada de “república independiente”—.

La comunidad de La India, al igual que lo habían hecho los gru-

pos armados, congregó un espacio geográfico en torno a un pro-

yecto político. Toda la microcuenca alta del Carare, incluidos dos 

corregimientos y cerca de treinta veredas, convirtieron el esque-

ma jurídico administrativo en una herramienta para determinar 

cuál era el área de influencia de la atcc. El territorio que ocupa-

ban pasó a concebirse como autónomo frente a las posiciones que 

querían imponer guerrilla y paramilitares (Galvis, 2005, p. 179). 

Hubo un retorno parcial de campesinos, respaldado por la atcc; cua-
renta familias regresaron a La India y fueron apoyadas con instru-
mentos de trabajo, mercados, ropa, etc. En el caso de La Corcovada, 
solo unas pocas familias volvieron a sus fincas. Este retorno pudo es-
tar relacionado por un acuerdo que hicieron los campesinos anterior-
mente con la guerrilla, donde se pactaron también unas obligaciones 
a los pobladores.
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Los campesinos nos comprometimos a conservar nuestra posición 

independiente, a velar por la paz en la región, a reclamar también 

a los señores militares y a los grupos de autodefensa sus errores 

cometidos, a promover el desarrollo general de la comunidad, 

dando especial importancia al cooperativismo, y a promover el 

regreso de los campesinos que habían abandonado sus tierras por 

causa de la violencia (cnmh, 2011, p. 159).

En agosto de 1987, la atcc convocó a una reunión para hablar sobre 
el retorno de campesinos a la región, a la que asistieron cerca de ocho 
mil personas; a esta reunión también asistieron el consejero presiden-
cial, el gobernador de Santander y los comandantes de la II División 
del Ejército y de la XIV Brigada de Puerto Boyacá (El Espectador, 
1987). Con el objetivo de sabotear la reunión, se hicieron presentes 
Pablo Guarín y más de quinientos paramilitares armados.

En una carta de la misma fecha, el presidente de la atcc, Josué 
Vargas, le comunicaba al consejero de paz que necesitaban un ejército 
nacional que los protegiera y no los atropellara, y planteaba que se 
debían cumplir los siguientes puntos:

1.	Regreso de las personas desalojadas de sus tierras.

2.	Créditos que no aniquilen el escaso recurso económico del 

campesino.

3.	Plena vinculación del Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena) 

con el sector rural.

4.	Creación de un centro gratuito de capacitación en áreas agro-

pecuarias e industriales.

5.	Continuación de la construcción y verificación de las carre-

teras de la región del Carare incluidas en el Plan Nacional de 

Rehabilitación.

6.	Asesoramiento administrativo y financiero para la organización 

de tiendas, cooperativas y microempresas campesinas.

7.	 Intervención del Instituto Nacional de los Recursos Naturales 

Renovables y del Ambiente (Inderena) para la reforestación de 

la región (cnmh, 2011).
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El lanzamiento al Concejo Municipal en 1990 de Miguel Barajas, quién 
asesoraba a la atcc, fue otra acción interpretada por los paramilitares 
como una provocación frente a su dominio en Cimitarra. La reacción 
no se hizo esperar y, por medio de alias “El Mojao”, amenazaron a la 
asociación diciéndole a Josué Vargas: “Ustedes no llegan a las eleccio-
nes”. Otra señal adversa para el paramilitarismo fue el espacio que lo-
graba la atcc en algunos medios de comunicación tanto locales como 
de importante circulación nacional. Incluso habían contactando a la 
periodista Silvia Duzán quien adelantaba un documental para el ca-
nal 4 de la bbc de Londres. Esta pieza periodística causó preocupación 
en los paramilitares debido, primero, al impacto que podía generar la 
denuncia sobre un hallazgo de armas en el río Carare, presuntamente 
propiedad de paramilitares, y segundo, porque la periodista había te-
nido una entrevista con alias “El Mojao” en la cual, este último con la 
cara descubierta, aceptaba que el paramilitarismo tenía reconocimien-
to y apoyo en la región. Posteriormente, fue él mismo quien coordinó 
el atentado contra la periodista y los dirigentes de la atcc. 

A todo lo anterior, se le agregan hechos como que la asociación 
tendió a convertirse en un modelo a imitar por pequeñas organizacio-
nes campesinas del Carare, el Opón y la provincia de Vélez, proyec-
tándose así como una experiencia destinada a convertirse en un “taller 
nacional de paz”.

La diversidad de la atcc se expresa en su área de influencia, al 

estar integrada por un corregimiento y 36 veredas que hacen parte 

de seis municipios, y que se extienden en proximidad al río que, 

según su curso, se denomina Carare o Minero, en el Magdalena 

Medio santandereano. También en su población integrada por 

afrodescendientes y mestizos, los primeros procedentes del pacífico 

colombiano […]. Se destaca que ni las tonalidades de piel, ni las 

creencias religiosas han representado allí un factor de conflicto, 

y mucho menos de violencia (Hernández, 2012, p. 214).

Junto con ello, la atcc contaba con una gran acogida en las enti-
dades gubernamentales, obteniendo beneficios tanto del Instituto 
Colombiano para la Reforma Agraria (Incora) como de varias enti-
dades (Gobernación de Santander, Plan Nacional de Rehabilitación, 
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Sena, etc.). Toda esta situación produjo la necesidad paramilitar de es-
tigmatizar a la atcc, haciéndola parecer aliada de la guerrilla.

Un primer elemento que utilizaron para ello fue un texto (impre-
so en el batallón Rafael Reyes de Cimitarra) que circuló unas dos se-
manas antes del asesinato de los directivos y la periodista Duzán. Los 
directivos de la asociación, antes de los asesinatos, respondieron al 
panfleto con el comunicado “¡No! A La Criminal Ley del Silencio”, 
donde se resaltaba que la organización era legal y pública, y que no 
aceptaban ningún tipo de violencia y que la población sabía que esa 
campaña de desprestigio era llevada a cabo por grupos ilegales que 
actuaban en la clandestinidad.

A los campesinos del Carare no les tembló la voz para hablar con 

los mayores representantes del Ejército, de las Farc, de los parami-

litares a los que pudieran acceder. Con cada uno de ellos expusie-

ron sus argumentos. Como se afirma: “Nosotros hemos tenido la 

capacidad de desarmar la guerrilla, no quitarles los fusiles, pero si 

desarmarlos desargumentándolos [sic], porque sus argumentos se 

caen ante nosotros. Nosotros hemos llegado a muchas altas esfe-

ras y ha sido posible sentarnos y hacer respetar nuestro espacio” 

(Silva, 2011, pp. 291-292).

Casi un año después de la muerte de los líderes campesinos y de Silvia 
Duzán, se redujeron las tensiones entre la asociación y los paramilita-
res, esto producto, en un primer momento, de la persecución estatal 
a los paramilitares de Puerto Boyacá, y luego, del interés paramilitar 
por enviar señales de paz con el fin de entrar en un eventual proceso 
de desmovilización. Para dicho fin, se realizó una reunión en Puerto 
Boyacá donde se hizo una declaración política en la que se asegura-
ba que se habían discutido acercamientos entre las organizaciones 
asistentes (paramilitares, atcc y Álvaro Jiménez del m-19, quien ase-
soraba a los paramilitares en el proceso de búsqueda de paz y desmo-
vilización) para lograr reforzamientos de los valores de las mismas y 
el “respeto hacia las manifestaciones ideológicas, culturales, sociales, 
políticas y religiosas de nuestros ciudadanos”. Además, la atcc llegó 
a unos acuerdos con los paramilitares muy similares a los que llegaron 
en su momento con la guerrilla, es decir, que nadie estaba obligado a 
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dar albergue o comida a los paramilitares, y se estableció el propósi-
to de generar diálogos periódicos entre la atcc y los paramilitares.

También fue este el contexto en que salieron a flote otras formas de 
violencia irregular que ejercía el paramilitarismo, sobre todo en relación 
con agentes del poder judicial y político de la región, quienes frenaron 
cualquier intento de denuncia de lo que venía sucediendo, oponiéndose 
a la reclamación de derechos por parte de los campesinos (Ariza, 2000).

Proliferación del narcotráfico
Durante el período que va de 1994 a 2010 pueden identificarse tres cam-
bios en el accionar de los actores armados que operaban en la región 
del Carare. El primero fue la reconfiguración del paramilitarismo de 
Puerto Boyacá, expresado en la pérdida de importancia y proyección 
que había tenido en la década anterior, dejando de ser esta región el 
epicentro de tal modalidad criminal. El segundo cambio fue la persis-
tencia de la guerrilla, que con el Frente XXIII se proyectó a otros lu-
gares del Carare y los demás pueblos de la provincia de Vélez. El tercer 
cambio se relacionó con la importancia que cobraron los cultivos de 
coca, produciendo que los actores armados se relacionaran nuevamen-
te con la población civil, a la cual afectaron y desestabilizaron.

Hacia 1994, Arnubio Triana, alias “Botalón”, antiguo alumno de 
Yair Klein, reunió reductos de desmovilizados para detener a la guerri-
lla que avanzaba en la zona. El financiamiento en un primer momento 
de estas actividades dependía de cuotas que pagaban los hacendados, 
pero luego la financiación se centró en los negocios del narcotráfico 
y el robo de carburantes de los oleoductos que atraviesan el Carare y 
Puerto Boyacá. 

Entre 1998 y 1999, los paramilitares de Puerto Boyacá pasaron de 
cuarenta a ochenta hombres. Para el año 2000, en el Carare (Cimitarra, 
Landázuri, Bajo Bolívar y Bajo Peñón) operaban unos cuatrocientos 
veinte. “Botalón” logró consolidar una estructura compuesta por unos 
diez frentes e integrada por un mando político en cabeza de Yesid 
Mahecha y un mando militar liderado por Álvaro Sepúlveda Quintero, 
alias “César”. Tal aparato armado tomó de nuevo como centro a Puerto 
Boyacá y varios municipios santandereanos (cnmh, 2011).
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Bajo el mando de “Botalón” el paramilitarismo de Puerto Boyacá 
vivió una nueva fase, donde contaba con autonomía y su propia ju-
risdicción, logrando independencia de la organización que representó 
Carlos Castaño. Sin embargo, para 1997 apareció como adherente de 
las recién creadas Autodefensas Unidas de Colombia (auc), de las que 
fue expulsado por haber asesinado a dos miembros de la Dirección 
Central de Policía Judicial e Inteligencia (Dijín), quienes investigaban 
un robo de gasolina.

Igualmente, entre 2000 y 2002 “Botalón” se plegó a las directrices 
de las auc de recoger a los grupos sueltos de paramilitares para in-
tegrarlos a algún bloque y de apoyar electoralmente a candidatos al 
Senado aliados al paramilitarismo. También acogió la idea de nego-
ciar con el Gobierno nacional en Santa Fe de Ralito (El Tiempo, 2002). 

Por su parte, la guerrilla continuó haciendo presencia en el Carare 
por medio de los frentes XXIII (el que contaba con más efectivos, entre 
1997-1998 con cerca de 700) y XI de las Farc y el Guillermo Antonio 
Vásquez del eln. Resulta llamativo que una de las compañías de las 
Farc, que recorría el Carare en 2001, llevara el nombre de José Romaña 
Mena, concejal de Cimitarra asesinado en 1975. Esto va en línea con la 
corriente de organizaciones guerrilleras de mantener viva la memoria 
de hechos como la represión militar de los años setenta. 

La retaguardia de las Farc en la región se ubicó entre la vereda de 
Socorrito y el corregimiento de Plan de Armas. Allí desarrollaron pro-
yectos como las granjas campesinas autosostenibles en tierras abando-
nadas o sin dueño conocido, y esa misma retaguardia hacía funcionar 
la escuela de cuadros Ricardo Franco, un centro de enseñanza polí-
tico-militar. Otra gestión en la que se centró dicha guerrilla fue la de 
velar por los recursos naturales no renovables, evitando la defores-
tación y la extinción de aves, tortugas y caimanes. En Landázuri y el 
Peñón establecieron horarios y áreas restringidas al tránsito, impusie-
ron trabajos comunitarios e impuestos. Hacia 1998, el campamento 
funcionaba como una oficina, con horarios de atención para que los 
campesinos consultaran sobre sus problemas y conflictos (Ayala, 1999).

Para el año 2000, llegó una avanzada paramilitar con las siglas 
auc-Delta, presuntamente del Bloque Central Bolívar, que tomó las 
veredas de San Ignacio, Taguán y San Pedro hasta copar el Plan de 
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Armas. Dicho grupo desarrolló por tres años una persecución sobre 
presuntos colaboradores de la guerrilla, proceso que dejó cincuenta 
familias desplazadas, ochenta amenazados en una lista negra y cerca 
de doce asesinatos. El régimen de los paramilitares también consistió 
en sembrar terror, establecer una nueva modalidad de cultivo de coca 
y, además, imponer trabajos comunitarios, realizando prácticas simi-
lares a las de la guerrilla. Por otra parte, las Farc tuvieron que correr 
su retaguardia más hacia el sur, a las zonas montañosas del municipio 
de Bolívar (Acosta, 1993).

Los cultivos de coca en el Carare habían estado avanzando desde 
finales de los años ochenta, lo que, para 1990, obligó al comandante 
del Batallón Reyes a realizar operaciones en la zona. Según cálculos 
oficiales, para entonces ascendían a casi mil hectáreas de coca y cerca 
de diez laboratorios; y el control sobre estos cultivos, para finales de 
los noventa, fue uno de los móviles más importantes que dinamizaba 
la lucha entre paramilitares y guerrilleros. 

Por su parte, la atcc, en 1998, al ser consciente de que la violencia 
se sostenía con esos cultivos, realizó una petición al Plan de Desarrollo 
Alternativo, organismo estatal que se encargaba de la erradicación de 
cultivos, de reemplazar la hoja de coca. La petición no fue escuchada, 
ya que la erradicación solo comenzaba cuando existían cinco mil hectá-
reas cultivadas. Hacia abril de 2003, un miembro de la atcc estimaba 
que en áreas de Cimitarra y Landázuri se concentraba la mayor can-
tidad de las doce mil hectáreas de coca sembradas en la provincia de 
Vélez. Otra versión mencionaba que, hacia 2004, existían alrededor 
del caserío de La India unas mil hectáreas que movían en promedio 
unos cuatrocientos millones de pesos semanales. Por otra parte, se co-
nocía que en la zona del Borrascoso existían unas seiscientas hectá-
reas de cultivos de coca.

Como era de esperarse, el narcotráfico también hizo mella den-
tro de la organización, generando tensiones y disputas internas sobre 
cómo administrar los territorios en los que estaba el cultivo.

Las consecuencias de la economía cocalera fueron aún mayores 

que cualquier ataque de violencia política armada. Para 1998, la 

organización se dividió entre quienes defendían el cultivo y quienes 
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veían sus inconvenientes. La participación en la organización tuvo 

que ser, entonces, a su mínima expresión a favor de aquellos que 

no adoptaban los cultivos ilícitos (Silva, 2011, p. 296).

Las cifras oficiales distaban bastante de las aportadas por campesi-
nos y por las ong de derechos humanos, ya que la Dirección Nacional 
de Estupefacientes en el año 2000 registraba apenas la existencia, en 
Landázuri, de algo más de 155 y, en Cimitarra, un poco más de 193. Para 
2002, según ese organismo, los cultivos habían disminuido, existiendo 
43 y 120 hectáreas respectivamente. Con el cultivo y comercio de coca 
llegaron a la zona nuevos inversionistas, aumentó el precio de la tierra, 
se abrieron nuevos negocios y creció la construcción de edificaciones. 
En la zona de influencia de la atcc, hubo algunos sembrados de coca, 
lo que aumentaba la vulnerabilidad de sus integrantes, de manera que 
la atcc pidió a los sembradores que se retiraran de la asociación —ya 
que detrás de la siembra se movían actores armados—.

Frente al comercio y cultivo de hoja de coca, la posición del pa-
ramilitarismo consistió en estimular y financiar los cultivos. A co-
mienzos de 2001, alias “Emiliano”, comandante paramilitar del área 
de Cimitarra, explicaba que los campesinos optaban por el cultivo de 
coca debido a la falta de oportunidades y de alternativas de sustento. 
Por su parte, en un principio la guerrilla se opuso a la siembra de la 
hoja y a la venta de la tierra para dicho fin; sin embargo, después de 
2001, advirtiendo el auge que podía alcanzar el paramilitarismo, per-
mitió que los campesinos la cultivaran en su zona de influencia. Pero 
asimismo la guerrilla no aceptaba cultivos en zonas controladas por 
paramilitares, donde hacían que los campesinos arrancaran las matas.

La confrontación entre paramilitares y guerrilleros por el control 
de los cultivos de coca, además de enfrentamientos, dio paso a que 
la guerrilla colocara minas, de forma que, hacia 2002 y comienzos de 
2003, las Farc habían minado caminos de la vereda del Río Minero y 
algunas zonas de las veredas del corregimiento de la Granja y La Zarca.

Con el desarme de la estructura paramilitar de Puerto Boyacá, la 
disminución de cultivos ilícitos fue una realidad. Esta se efectuó has-
ta enero de 2006, ya que, según “Botalón”, hubo que emplear tres 
años para convencer a sus hombres de la necesidad de abandonar 
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las armas. En la desmovilización se entregaron 742 hombres, 316 ar-
mas, 45 400 unidades de munición de diferente calibre, 177 granadas, 
100 radios portátiles, 19 radios de base y 6 vehículos. Comenzó así 
la erradicación de cultivos ilícitos, llevada a cabo con el programa 
Familias Guardabosques, el cual contaba con el acompañamiento 
de Escuadrones Móviles de Carabineros y de la Policía departamen-
tal, que, sin embargo, fueron objeto de hostilidades por parte de la 
guerrilla. Un ejemplo de ello fue un ataque ocurrido en Landázuri, 
donde murieron nueve policías que se encontraban protegiendo a un 
grupo que erradicaba cocales.

El comercio ilícito de coca y la violencia continuaron, ya que sur-
gieron nuevos grupos ilegales conformados por narcotraficantes, por 
quienes no se acogieron a la desmovilización, e incluso por quienes lue-
go de desmovilizados volvieron a armarse. Así las cosas, se generaron 
disputas por el control y comercio de cocaína que produjeron algunos 
homicidios selectivos en áreas urbanas y el reclutamiento de jóvenes. Un 
fuerte golpe a estas bandas fue la detención en 2009 de alias “César”, 
quien dirigía el rearme paramilitar y el comercio de cocaína en los mu-
nicipios santandereanos de Puerto Araujo, Cimitarra y Landázuri, y en 
Puerto Boyacá y Puerto Berrío. Aparentemente, el jefe paramilitar esta-
ba incriminado en hurto de combustible y en el otorgamiento de auto-
rizaciones para que otras bandas se dedicaran a extraer hidrocarburos.

Con la desmovilización paramilitar, las Farc trataron de copar al-
gunos territorios desalojados, pero fueron repelidas por la fuerza pú-
blica. Esa guerrilla ha seguido operando en grupos pequeños. Por su 
parte, la cuadrilla del eln Guillermo Antonio Vásquez quedó prácti-
camente desmantelada en agosto de 2008 luego de un enfrentamien-
to. Por sus debilidades, es posible que la guerrilla, el narcotráfico y las 
nuevas bandas criminales hayan dejado de lado sus diferencias y se 
encuentren unidos en torno al comercio de la hoja de coca, según lo 
advierte recientemente la Policía de Santander.
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